
I. Disposiciones generales

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

11202 REAL DECRETO 1030/1980, de 3 de mayo, por el 
que se dispone la coordinación del Catastro Topo­
gráfico Parcelario con el Registro de la Propiedad 
Inmobiliaria. 

La coordinación entre los datos descriptivos de las fincas 
inscritas en el Registro dé la Propiedad y los resultantes del 
Catastro Topográfico Parcelario es ambición profundamente 
sentida en el Derecho español, que ha tropezado con obstáculos 
importantes desde el punto de vista técnico.

Con una visión profundamente realista, el presente Real De­
creto. en aplicación de los criterios legales vigentes sobre la 
naturaleza y finalidad del Catastro Topográfico Parcelario como 
servicio administrativo de fundamental importancia y en fun­
ción de las características del Registro de la Propiedad como 
institución básicamente dirigida a la publicidad y protección 
frente a tercero de las relaciones jurídico privadas en el ám­
bito inmobiliario, establece un procedimiento de coordinación 
que pop sus características supondrá un avance fundamental 
en esta materia.

El presente texto se basa en la eficacia probada del sistema 
hipotecario, en el desarrollo paulatino de la técnica catastral 
y en el apoyo del notariado, así como de las autoridades judi­
ciales y administrativas competentes para actuar en el tráfico 
inmobiliario.

En los efectos de la coordinación se persigue como finalidad 
primordial lograr una unicidad en la actuación administrativa 
y un desarrollo armónico de las finalidades del Catastro To­
pográfico Parcelario, como servicio indispensable en un país, 
moderno, pero sin que la actuación administrativa perturbe 
en absoluto la competencia del Poder Judicial en materias que 
por su naturaleza dé . derecho privado le quedan reservadas 
con carácter exclusivo.

La coordinación que se implanta recoge las más recientes 
experiencias de otros sistemas plenamente desarrollados como 
el alemán o el suizo, de evidente eficacia en nuestro entorno 
internacional, si bien con las precauciones naturales impues­
tas por los medios y técnicas de que hoy se dispone en nuestro 
país. Por ello ha parecido la solución más aconsejable la im­
plantación paulatina del procedimiento de coordinación a me­
dida que en cada .término municipal o zona lo permita el es­
tado del mapa parcelario.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de la Presidencia 
y de Justicia y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día tres de mayo de mil novecientos ochenta,

DISPONGO: i

Artículo primero.—Se aprueban las normas integradas en el 
presente Real Decreto por las que se ha de regir la coordinación 
entre el Catastro Topográfico Parcelario y el Registro de la 
Propiedad Inmobiliaria.

Articuló segundo.—Se crea con carácter permanente una Co­
misión Coordinadora del Catastro Topográfico Parcelario con 
el Registro de la Propiedad, formada por representantes de los 
Ministerios de Justicia, Presidencia del Gobierno y Hacienda, 
para el estudio de la acción gestora en la aplicación del pre­
sente Real Decreto y para proponer su revisión cuando resulte 
necesario o conveniente en función de la experiencia ad­
quirida.

Artículo tercero.—La coordinación entre Catastro Topográfico 
Parcelario y el Registro de la Propiedad, en zonas de concentra­
ción parcelaria y demás de actuación del Instituto Nacional 
de Reforma y Desarrollo Agrario, se realizará en la forma 
que establece su legislación especial, aplicándose como nor­
mas supletorias las contenidas en el presente Real Decreto.

Artículo cuarto.—Por los Ministerios de Justicia y Presiden­
cia se dictarán las disposiciones oportunas para la aplicación y 
desarrollo del presente Real Decreto en el ámbito de sus com­
petencias, la instrucción u ordenanza que contenga la norma­
tiva general adecuada para hacer efectiva ia coordinación que 
se establece. Igualmente dictarán las normas necesarias para 
la implantación progresiva por términos municipales o zonas, 
previo informe o propuesta de la Comisión Coordinadora citada 
en el artículo segundo.

Artículo quinto.—A los fines previstos en este Real Decreto, 
el Instituto Geográfico Nacional deberá:

a) Suministrar a los Registros de la Propiedad los mapas 
topográficos parcelarios correspondientes a los términos o zo­
nas de su jurisdicción, en los que se haya acordado iniciar la 
coordinación mediante la oportuna Orden ministerial.

b) Expedir y autorizar las cédulas parcelarias correspon- 
dientes a las fincas de tales términos municipales o zonas.

c) Facilitar al Ministerio de Hacienda los datos relativos 
a la identificación de fincas en régimen de coordinación, puál- 
quiera que sea la naturaleza de las mismas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera—En los términos municipales o zonas en que el 
Instituto Geográfico Nacional no tenga hecho el Catastro To­
pográfico Parcelario y vaya a iniciar su levantamiento, solici­
tará del Ministerio de Hacienda el avance catastral o catastro 
fotográfico correspondiente, con el fin de conservar, dentro dé 
lo posible, la numeración de polígonos y parcelas.

Segunda.—En los términos municipales o zonas en que el 
Instituto Geográfico Nacional tenga hecho el Catastro Topo­
gráfico Parcelario y acuerde la actualización extraordinaria 
del mismo, solicitará del Ministerio de Hacienda, a efecto in- 
formativo, la documentación catastral en que se recojan las 
variaciones que hayan sido tramitadas y se encuentren surtien­
do efectos fiscales.

Dado en Madrid a tres de mayo de mil novecientos ochenta.

 JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

RAFAEL ARIAS-SALGADO Y MONTALVO

NORMAS

Norma primera.—Objeto de la coordinación.

Es objeto de la coordinación entre el Catastro Topográfico 
Parcelario y el Registro de la Propiedad establecer la concor­
dancia entre ambas Instituciones a través de su respectiva téc- 
nioa operatoria.

a) El Instituto Geográfico Nacional aportará al Registro de 
la Propiedad los, datos descriptivos y gráficos de cada finca, 
especialmente sus linderos y superficie, con referencia a los 
números de polígono y parcela correspondientes, en aquellos 
términos municipales en que el Catastro Topográfico Parcelario 
-esté terminado y en grado suficiente de conservación.

b) El Registro de la Propiedad 'aportará al Instituto Geo­
gráfico Nacional los siguientes datos:

— El nombre- de los titulares en dominio de las fincas coor­
dinadas.

— Las modificaciones por agregación, agrupación, división, 
segregación, exceso o reducción de cabida de fincas regístrales, 
coordinadas o no.'

Norma segunda.—Naturaleza de la coordinación.

La coordinación entre el Catastro Topográfico Parcelario y el 
Registro de la Propiedad es de interés público y opera con el 
alcance y los efectos que se determinan en la presente dispo­
sición. .

En los términos municipales donde no exista Catastro To­
pográfico Parcelario aprobado por el Instituto Geográfico no 
cabe la coordinación.

En los términos municipales donde en todo o en parte se 
halle aprobado y en vigencia el Catastro Topográfico Parcelario, 
ambos Organismos coordinarán progresivamente los datos des­
criptivos de las fincas y la identidad de sus respectivos titu­
lares.

Cuando la totalidad o parte de un término municipal hu­
biera obtenido la calificación de suelo urbano, de reserva ur­
bana, urbanizable programado o apto para la urbanización, 
confprme a cualquiera de las modalidades de planeamiento pre­
vistas en la vigente Ley del Suelo, la coordinación se suspen­
derá en la zona afectada hasta que se lleve a efecto la gestión 

■ urbanística correspondiente.
Norma tercera,—Medios instrumentales de la coordinación.
Son medios instrumentales para coordinar el Catastro To­

pográfico Parcelario y el Registro de la Propiedad los si­
guientes:

a) Los planos parcelarios dispuestos para el Catastro To­
pográfico Parcelario junto con la documentación complemen­
taria actualizada, en su caso.

A tal efecto, las oficinas provinciales del Instituto Geográ­
fico Nacional proveerán a los Registros de la Propiedad de di-



cha documentación con la forma gráfica y escala adecuada, 
que permita su fácil manejo, archivo y conservación.

b) Las cédulas parcelarias extendidas por el Instituto Geo­
gráfico Nacional, que contengan los datos descriptivos de cada 
finca en particular, sus diversas características y el plano de 
la misma, así como el nombre del propietario.

c) Los títulos públicos, notariales, judiciales o administra­
tivos y, en general, todo documento inscribible en el Registro 
de la Propiedad conforme a lo dispuesto en la Legislación Hi­
potecaria.

Norma cuarta.—Forma de la coordinación.
En razón a los efectos que debe producir, la coordinación 

entre el Catastro Topográfico Parcelario y el Registro de la Pro­
piedad habrá de ser plena y a tal respecto tan sólo se operará:

a) Cuando los datos descriptivos o identificadores de la fin­
ca en el Catastro Topográfico Parcelario coincidan con los que 
figuran en el Registro de la Propiedad o en el título que va 
a dar lugar a la coordinación.

b) Cuando aun no siendo total la coincidencia, se den jun­
tamente estas dos circunstancias:

•Primera.—Que no existan diferencias de superficie o éstas 
encajen dentro de los coeficientes de error establecidos por el 
Instituto Geográfico Nacional y aprobados por disposición con­
junta de los Ministerios de la Presidencia del Gobierno y de 
Justicia.

Segunda.—Que no ofrezca dudas al Registrador la identi­
dad de la finca a coordinar.

Norma quinta.—Práctica de la coordinación.
La coordinación entre el Catastro Topográfico Parcelarlo y 

el Registro de la Propiedad tendrá lugar en los casos siguientes:
a) Cuando se solicite la inmatriculación de nuevas fincas 

en el Registro de la Propiedad, salvo cuando se trate de con­
cesiones administrativas u otras fincas registrables que por 
su especial naturaleza no sean susceptibles de coordinación.

b) En los casos de modificación de Entidades hipotecarias 
por agregación, agrupación, división y segregación.

c) Cuando el titulo inscribible contenga, con relación a los 
datos del Registro, diferencias en la extensión o linderos de la 
finca objeto de inscripción.

d) Con ocasión de solicitarse en el Registro de la Propiedad, 
la práctica de operaciones sobre fincas inscritas y no concurra 
cualquiera de las circunstancias anteriores.

e) Cuando se solicite la coordinación por el propio titular 
como operación específica.

Norma sexta.—Promoción de la coordinación.
La coordinación se promoverá y practicará:
a) Por el Instituto Geográfico Nacional, a cuyo efecto este 

Organismo remitirá a los Registros de la Propiedad, en aque­
llos términos municipales a que se refiere la norma primera, 
apartado a), los planos parcelarios en forma adecuada para su 
fácil manejo, archivo y conservación, así como la documenta­
ción complementaria que refleje las variaciones introducidas 
en las operaciones de conservación catastral.

b) Por los Notarios, Autoridades judiciales y administrati­
vas o por los particulares con ocasión de la autorización, ex­
pedición o formulación de documentos inscribibles en el Re­
gistro de la Propiedad que tengan por objeto cualquiera de las 
operaciones a que se refiere la norma anterior.

c) Por los Registradores de la Propiedad, a quienes corres­
ponde el control y decisión sobre la procedencia de la coordi­
nación en cada caso concreto, y la remisión al Instituto Geo­
gráfico Nacional de los datos resultantes de la misma.

Reglas formales de la coordinación

Norma séptima.—Reglas generales.
a) En todos los supuestos a que se refiere la norma quinta, 

la cédula parcelaria se acompañará, en ejemplar duplicado al 
titulo público con virtualidad inmatriculadora, y en general 
al documento que sirva de base para la coordinación.

b) En el título ó documento principal se hará constar ex­
presamente si la descripción de la finca coincide o no con los 
datos resultantes de la cédula, según la prueba practicada cuan­
do sea procedente, o lo manifestado por los interesados en los 
demás casos.

c) El título se presentará en el Registro de la Propiedad, 
acompañado del doble ejemplar de la cédula, y el Registrador 
practicará el asiento de que se trate, tomando como datos iden- 
tificadores de la finca los que contenga el título inscribible.

Cuando tales datos coincidan con los de la cédula parcelaria 
en los términos previstos en la norma cuarta, se hará constar 
en el cuerpo de la inscripción que la finca queda coordinada 
con el Catastro Topográfico Parcelario.

Cuando los datos de la cédula no coincidan con los del ti­
tulo, o excepcionalmente no se acompañe aquélla, el Registra­
dor hará constar esta circunstancia en la inscripción y suspen­
derá la coordinación.

d) Practicada la inscripción, el Registrador archivará uno 
de los ejemplares de la cédula y remitirá el otro a la Depen­
dencia Provincial del Instituto Geográfico Nacional, haciendo 
constar en dicho ejemplar la referencia registral, el nombre del

titular de la finca y la circunstancia de haberse practicado o 
suspendido la coordinación, con especificación, en este último 
supuesto, de la causa que la haya impedido.

Cuando la causa de la suspensión sea la no presentación de 
la cédula, el Registrador lo comunicará de oficio a la Depen­
dencia Provincial del Instituto Geográfico Nacional, en la for­
ma especificada para cada caso en la norma octava.

e) La práctica de la coordinación, en los supuestos en que 
haya sido suspendida, podrá llevarse a efecto en la forma si­
guiente:

Uno.—Mediante remisión de oficio por la Dependencia Pro­
vincial del Instituto Geográfico de la cédula parcelaria no pre­
sentada o de la nueva cédula rectificada.

Dos.—Mediante instancia suscrita por el titular registral o 
presentante del título, a la que se acompañará el ejemplar du­
plicado de la cédula parcelaria no presentada o de la nueva 
cédula rectificada, en concordancia con la descripción registral, 
en su caso.

Tres.—Mediante rectificación, subsanación o aclaración del 
título o documento principal.

En los dos primeros casos, la coordinación se hará constar 
por nota marginal. En el tercer caso, el Registrador practicará 
el asiento que proceda de conformidad con lo dispuesto en la 
Legislación hipotecaria.

Practicada la coordinación conforme a cualquiera de los pro­
cedimientos anteriores, el Registrador hará constar esta cir­
cunstancia por nota al pie del titulo y cumplirá lo dispuesto en 
el apartado d) de esta norma.

f) Recibido en la Dependencia Provincial del Instituto el 
ejemplar de la cédula diligenciado por el Registro, procederá:

Uno.—Tomar razón de la titularidad dominical de las fincas 
coordinadas y de las modificaciones operadas en las Entidades 
hipotecarias inscritas.

Dos.—Oficiar a la Delegación de Hacienda y Ayuntamiento 
correspondiente, a efectos de que se tome constancia de las 
modificaciones operadas en el Catastro fiscal y se actualicen 
los recibos de contribución.

Norma octava.—Reglas especiales.
Además de las reglas generales previstas en la norma ante­

rior, serán de aplicación, en su caso, las siguientes:
a) En los supuestos de inmatriculación, el Registrador re­

mitirá mensualmente a la Dependencia Provincial del Instituto 
Geográfico Nacional relación de las fincas inmatriculadas, en 
las que se haya suspendido la coordinación por no haberse 
acompañado el ejemplar duplicado de la cédula. En dicha rela­
ción se hará constar la superficie y linderos de la finca, el 
término municipal, pago o sitio y nombre del titular registral, 
a los efectos previstos en el punto uno, apartado e), de la nor­
ma anterior.

b) En los casos de división, agrupación, segregación o agre­
gación de fincas, se aplicarán las reglas generales para la coor­
dinación de las fincas de origen. Una vez hecha o actualizada 
la coordinación de éstas, el Registrador remitirá mensualmente 
a la Dependencia Provincial del Instituto Geográfico Nacional 
relación de las fincas modificadas, de las nuevas resultantes 
y de sus respectivos titulares. En la nota al pie del título ob­
jeto de inscripción advertirá al interesado sobre la obligación 
de presentar nuevamente el título en el Registro dentro del 
plazo que reglamentariamente se establezca para hacer constar 
que se ha practicado la coordinación.

La Dependencia Provincial del Instituto Geográfico Nacional, 
a la vista de la relación remitida por el Registrador, procederá 
a modificar el Catastro Topográfico Parcelario y expedir las 
nuevas cédulas, que remitirá de oficio al Registro de la Pro­
piedad.

c) Cuando la coordinación tenga por objeto la extensión 
superficial o linderos de la finca, se presentarán el titulo o 
documento que proceda, según la legislación hipotecaria, y la 
cédula parcelaria.,

d) Cuando la coordinación se practique con ocasión de ins­
cribir en el Registro de la Propiedad alguna operación de trá­
fico inmobiliario, se acompañará al título inscribible el ejem­
plar duplicado de la cédula parcelaria y por este solo hecho 
se entenderá tácitamente solicitada la coordinación. El Regis­
trador extenderá el asiento que proceda, según el título ins­
cribible.

e) Para practicar la coordinación como operación específica 
bastará instancia suscrita por el titular registral acompañada 
del ejemplar duplicado de la cédula parcelaria. El Registrador 
hará constar la coordinación por nota marginal.

Norma novena.—Efectos de la coordinación.
a) La coordinación de una finca inscrita en el Registro de 

la Propiedad, con el Catastro Topográfico Parcelario, implicará 
la conformidad de la Administración, con los datos descriptivos 
de la misma contenidos en el folio registral. En consecuencia, 
los expedientes administrativos relativos a fincas coordinadas 
deberán tomar como base de la actuación de que se trate los 
datos resultantes de la coordinación, a efectos de producir la 
triple coincidencia catastral, registral y fiscal en cuanto a los 
datos físicos y titulares de las fincas.

b) No obstante lo dispuesto en el número anterior, a efectos 
civiles serán los Tribunales de la Jurisdicción ordinaria los 
únicos competentes para conocer y decidir sobre cuantas cues-



tiones litigiosas se refieran a la identidad y circunstancias fí­
sicas de las fincas.

c) Cómo consecuencia de lo dispuesto en el artículo treinta 
y ocho de la Ley Hipotecaria, cuando en los asientos del Regis­
tro conste la coordinación de una finca con el Catastro Topo­
gráfico Parcelario se presumirá, salvo prueba en contrario, que 
los datos descriptivos de la misma contenidos en el folio regis­
tra! coinciden con la realidad física.

d) Realizada la coordinación, las cédulas parcelarias sólo 
podrán expedirse de acuerdo con lo resultante de la misma. 
En el Catastro Topográfico Parcelario no se reflejarán los cam­
bios de titularidad que no procedan del Registro, pero sí po­
drán recogerse las alteraciones físicas operadas, a los efectos 
previstos para otras aplicaciones del mapa parcelario.

11203 REAL DECRETO 1031/1980, de 3 de mayo, por el 
que se regula el procedimiento de concesión y 
prórroga de los permisos de trabajo y autoriza- 
ciones de residencia a extranjeros.

La experiencia adquirida durante la vigencia de la norma­
tiva reguladora del trabajo y empleo de los extranjeros- en 
España, contenida principalmente en el Real Decreto mil ocho­
cientos setenta y cuátro/mil novecientos setenta y OGho, de 
dos de junio, hace aconsejable, por razones de celeridad y 
economía, establecer un procedimiento administrativo adecua­
do, para la concesión de permisos de trabajo y autorizaciones 
de residencia a extranjeros y de sus prórrogas, en consonan­
cia .con los principios inspiradores del citado Real Decreto 
y con las finalidades que el mismo perseguía.

En su virtud, a propuesta de los Ministros del Interior y 
de Trabajo, previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del dia tres de mayo de mil novecientos ochenta,

DISPONGO:

I. Permisos de trabajo normales
Artículo primero.—Los extranjeros que pretendan realizar 

en España una actividad lucrativa por cuenta propia o ajena, 
deberán solicitar simultáneamente el permiso de trabajo y la 
correspondiente autorización de residencia al Gobernador 'ci­
vil de la provincia, a través de la Jefatura Superior o Comi­
saría Provincial de Policía, que someterá a dicha autoridad las 
solicitudes debidamente informadas.

A. Primeras concesiones

Artículo segundo.—En el supuesto de que el Gobernador 
civil estimase improcedente por razones de orden público el 
otorgamiento -dé los permisos solicitados, dispondrá que la 
Jefatura Superior o Comisaría Provincial de Policía archive 
las actuaciones y lo notifique al solicitante. En otro caso, la 
Jefatura Superior o Comisaría Provincial remitirá, a la máyor 
brevedad posible, y en todo caso dentro de un plazo de diez 
dias, Ja solicitud con la documentación relativa, al permiso 
de trabajo, acompañada del informe correspondiente, al Dele­
gado provincial del Ministerio de Trabajo.

La tramitación del expediente por la Delegación Provincial 
de Trabajo se sujetará a lo dispuesto en el Decreto mil ocho­
cientos setenta/mil novecientos sesenta y ocho, de veintisiete 
de julio.

Artículo tercero.—La autoridad laboral resolverá otorgan­
do o denegando el permiso de trabajo solicitado, que se forma­
lizará en el documento unificado reglamentariamente esta­
blecido, previos los informes correspondientes, y en todo caso 
el de la Delegación Regional de Comercio y el de la Oficina 
de Empleo, que deberán evacuarse en el término de diez días. 
Dicha autoridad remitirá el documento unificado a la Jefatu­
ra Superior o Comisaría Provincial de Policía, a efectos de 
expedición de la autorización de residencia, hecho lo cual se 
notificará al solicitante. . En todo caso, el período de validez 
de ambos permisos será el mismo.

Las Jefaturas Superiores o Comisarías Provinciales de Po­
licía darán cuenta a la Comisaría General de Documentación 
de la concesión o denegación de, todas las autorizaciones de 
residencia solicitadas.

B. Prórrogas

Artículo cuarto.—Las prórrogas de las autorizaciones de 
residencia y de los. permisos de trabajo corresponderá conce­
derlas a las autoridades que los otorgaron, debiendo solicitar­
se conjuntamente ante el Gobierno Civil de la provincia, en la 
forma prevista en el artículo primero, con una antelación de 
un mes a la fecha de su vencimiento, y tramitarse por el 
mismo procedimiento que las primeras concesiones.

Serán tramitados como expedientes de prórroga todos los 
casos en que las condiciones laborales y de empleo, asi como 
las de orden gubernativo, no hayan sufrido alteración en 
relación con la situación ariterior.

Al recibir la solicitud de prórroga, la Jefatura Superior o 
Comisaría Provincial de Policía extenderá un resguardo ha­
ciendo constar la fecha de presentación, que sustituirá al per­
miso de trabajo y autorización de residencia, mientras no se 
resuelva el expediente.

II. Permisos preferentes y especiales

Artículo quinto.—Corresponde a la Dirección. General de 
Empleo del Ministerio de Trabajo la competencia para otor­
gar las primeras concesiones y las prórrogas de los permisos 
de trabajo preferentes y los especiales, así como los que co­
rrespondan a altos cargos de Empresa y de todos aquellos 
otros permisos cuya autorización habilité' para el ejercicio de 
la actividad en más de un centro de trabajo enclavados en 
distinta provincia o para el desempeño de dos o más activida­
des que, también, se desarrollen en distinta provincia.

En estos, supuestos corresponde el otorgamiento de la au- 
torización de residencia a la Dirección de la Seguridad del 
Estado.

Se considerarán comprendidos en el párrafo primero como 
altos cargos de Empresas los correspondientes a los puestos 
de trabajo que impliquen el desempeño de funciones de alta 
dirección, especial responsabilidad o representación de Socie- 
dades o Empresas con capital superior a veinticinco millones 
de pesetas y. en todo caso, impliquen la cotización a la Segu­
ridad Social por el grupo primero.

Artículo sexto.—Las solicitudes, con las documentaciones 
necesarias, se dirigirán a la Dirección General de Empleo del 
Ministerio de Trabajo, que resolverá previos los informes co­
rrespondientes y, en todo caso, el del Instituto Nacional da 
Empleo.

En el supuesto de que la resolución sea favorable extenderá 
el permiso de trabajo en documento unificado oficialmente 
establecido y, juntamente con la documentación relativa a la 
autorización de residencia, lo remitirá a la Dirección de la 
Seguridad del Estado, que resolverá, teniendo en cuenta las 
motivaciones e informe a que se refiere el artículo segundo.

En aquellos casos en que la Dirección General de Empleo 
estime que no es competente para conceder el permiso de tra­
bajo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior, re­
mitirá la solicitud con su documentación al Gobierno Civil de 
la provincia que corresponda.

III. Permisos de validez restringida
Articulo séptimo.—Los permisos de trabajo de validez res­

tringida se regirán por las normas dictadas o que Se dicten 
por la Presidencia dél Gobierno, a iniciativa de los Ministe­
rios de Trabajo e Interior.

Los permisos de trabajo, de validez restringida, por tiempo 
inferior a tres meses serán concedidos por .las Delegaciones 
Provinciales de Trabajo correspondientes y éstas remitirán in­
formación a la Dirección General de Empleo del Ministerio de 
Trabajo.

IV. Disposiciones adicionales

Primera.—Las resoluciones de las autoridades gubernativas 
y laborales, en las materias a que se refiere esta disposición, 
pondrán fin a la via administrativa.

Segunda.—El régimen de permisos de permanencia y au­
torizaciones de residencia de extranjeros en España, sin rea­
lizar actividad lucrativa alguna, continuará sujeto a las dis­
posiciones del Decreto quinientos veintidós/mil novecientos 
setenta y cuatro, de catorce de febrero.

Los Agentes de la autoridad podrán exigir a los extranje­
ros que acrediten la posesión de recursos económicos sufi­
cientes para su sostenimiento durante el período de estancia 
y, en su caso, para el retorno al país de procedencia.

El Ministro del Interior determinará la cuantía de esos re­
cursos, asi como los supuestos y la forma en que su acredi­
tación será exigida, previo informe del Ministerio de Comer­
cio y Turismo.

Tercera.—No obstante lo dispuesto en este Real Decreto, 
continuarán en vigor las potestades que a la autoridad guber­
nativa otorga el articulo veintiséis del Decreto quinientos vein­
tidós/mil novecientos setenta y cuatro, de catorce de febrero. 
La anulación del permiso de permanencia o autorización de 
residencia determinará, en su caso, la invalidación del corres­
pondiente permiso de trabajo.

V. Disposiciones finales

Primera.—Se autoriza a lá Presidencia del Gobierno para 
dictar, a propuesta de los Mihisterios del Interior y de Tra­
bajo, las normas que sean precisas para la ejecución del pre­
sente Real Decreto.

Segunda.—El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación.

VI. Disposición derogatoria
Queda derogado el Real Decreto mil ochocientos setenta y 

cuatro/mil novecientos setenta y cuatro, de dos de junio, y cuan­
tas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 
en el presente.

Dado en Madrid a tres de mayo de mil novecientos ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de la Presidencia,

RAFAEL ARIAS-SALGADO Y MONTALVO


